Santa Fe, 21 de Noviembre de 2011
Posicionamiento sobre el financiamiento de la Universidad Pública y la urgente necesidad de una nueva Ley de Educación Superior

La Universidad que nos Duele: lo que nos dejó la década de los ’90.
La concreción del neoliberalismo en nuestro país tiene algunos antecedentes en la década del ’60, y muchos concuerdan en ubicar sus comienzos con el golpe de Estado cívico-militar del ’76. 

En junio de 1966, otro golpe a la institucionalidad Argentina puso a Onganía como presidente de la malograda república, y en la cartera de economía lo acompañaba un liberal pragmático llamado Krieguer Vasena que instauró, aunque con algunas reservas, medidas de corte neoliberal en nuestro país. Para ello la represión política fue una necesidad en lo que significó la intervención a las universidades y la “fuga de cerebros”. Este golpe hizo retroceder no sólo a la universidad sino al país en su conjunto. 

Sin embargo lo peor estaba por venir, tras el golpe de Estado de marzo del ‘76, la Universidad Argentina entró en la etapa de mayor degradación de toda su existencia, como la sociedad toda: el saqueo del 40% del patrimonio de las bibliotecas públicas, el recorte del 45% del presupuesto de educación y del 60% en investigación, la militarización del espacio educativo, y las listas negras. Listas que establecían qué libros podían leerse, y qué palabras no debían utilizarse (justicia social, asamblea, colectivo, liberación, etc.). La desaparición de 1.600 docentes, 6 mil estudiantes, y el cesanteo a 18 mil profesores. El cambio de planes y programas de estudio fue masivo, el análisis universal fue reemplazado por una visión particularista y estanca. Por último, los estudiantes perdimos becas, comedores estudiantiles y las clases bajas no acceden a la Universidad.

Restaurada la democracia en 1983, el gobierno interviene las Universidades Nacionales, y declara "de aplicación los estatutos vigentes al 29 de julio de 1966...". Numerosos profesores que habían abandonado la Universidad y otros que fueron obligados a alejarse de ella, retornaron y comenzó un nuevo período en la vida de la universidad. Lamentablemente muchos docentes designados en concursos restringidos durante la dictadura militar continuaron en la Universidad, y algunos llegaron a los cuerpos de gobierno.

Pero la realidad era diferente, el mundo venía cambiando, estábamos en pleno proceso de lo que algunos llaman el posmodernismo, la crisis de la modernidad o una nueva etapa dentro de ella, lo concreto es que venían teniendo lugar en el mundo profundas transformaciones económicas, políticas, sociales y culturales en el marco del nuevo ordenamiento mundial, que multiplicarían la pobreza, el hambre y la marginación, y que convertirían el conocimiento en uno de los principales factores de producción de riqueza y exclusión social en forma simultánea. La década del 90 será el proceso de culminación iniciado en 1976 que habrá de consolidar: el neoliberalismo en lo económico, el egoísmo en lo social, el desinterés en lo político y el vaciamiento en lo cultural. 

La Universidad no ha permanecido ajena a dichas transformaciones y se incorporó al salvaje modelo neoliberal, que hizo de la educación superior universitaria en nuestro país una institución precaria, pauperizada y fragmentada, que al decir de Marcela Mollis
 “...ha alterado sus identidades asemejándolas al ‘supermercado’, donde el estudiante es cliente, los saberes una mercancía y el profesor un asalariado enseñante”. Podría agregársele que quienes deberían gobernarlas, han pasado a ser: la Gestión o los “gerentes”.
La Argentina –señala Mollis- cumplió eficientemente las recomendaciones de la llamada “agenda internacional para la modernización de los sistemas educativos superiores” promovida fundamentalmente por las agencias de crédito internacional, lo “que implicó un conjunto de cambios significativos en la histórica relación entre el Estado y la universidad”1. De esta forma, se promovió la delegación de ciertas responsabilidades en manos de privados, se promulgó la Ley de Educación Superior 24.521, se pusieron en marcha procesos evaluativos y de acreditación así como la búsqueda de fuentes alternativas de financiamiento.

La Ley de Educación Superior: piedra libre para la pérdida del sentido de la Universidad Pública.
 Es la Ley de Educación Superior la que sintetiza todo el espíritu del neoliberalismo en la universidad del pueblo y que, entre otras cosas:
· Pone en pie de igualdad a la educación pública y privada. Señala el artículo 2º que al Estado le cabe la responsabilidad indelegable en la prestación del servicio de carácter público, lo que luego será contrarrestado con la “sugerencia” de arancelar la universidad pública. También se introducen mecanismos de mercado en la distribución del aporte Estatal al disponer que se efectuará teniendo “especialmente en cuenta indicadores de eficiencia y equidad”.

· La inclusión en el artículo 13 de la posibilidad de que los estudiantes obtengan “becas, créditos y otras formas de apoyo económico y social”, no se realiza con el ánimo de una masificación del acceso a la educación superior, sino que se plantea como mecanismo moderador del impacto de la implementación del arancel del grado, posibilidad habilitada por el artículo 59 que violenta claramente el principio de la educación entendida como derecho.

· Delega en las universidades la atribución de fijar su régimen salarial y su administración de personal, desplazando al interior de cada universidad el conflicto salarial, siendo que estas no cuentan con la posibilidad de dar respuesta a los reclamos y promoviendo de esta manera la fragmentación de los salarios docentes.

Del cogobierno y la autonomía, pilares de la Universidad Reformista, ya poco queda: la autonomía de los órganos de gobierno ha sido totalmente acotada a temas específicos y a una función economicista, así las líneas de pensamiento y acción son fijadas por las necesidades del mercado y los grandes grupos transnacionales o simplemente intereses mezquinos, sometidas a un ente evaluador externo (CONEAU) capaz de modificar su rumbo.

El cogobierno se ha vuelto similar a las alicaídas democracias formales, donde la participación estudiantil es casi testimonial, otorgando a los docentes la mayor representación relativa, poniendo en manos de los actores minoritarios de la comunidad universitaria, la capacidad de decisión de la totalidad de los temas. 

Además, hoy en día resulta difícil concebir una armoniosa relación entre docentes y estudiantes, cuando los primeros tienen remuneraciones que los sitúan, en su mayoría, en una precariedad laboral; y los segundos, en lugar de sentirse contenidos por sus carreras, terminan sintiéndose atrapados en la telaraña interminable en que se convierten las mismas.

Los contenidos de los planes de estudio han sufrido grandes transformaciones curriculares respondiendo a las exigencias de los Organismos Internacionales, (Informe del Banco Mundial para la Educación Superior 2001) en la búsqueda de profesionales no críticos, disciplinados, y que pretenden reducir la educación al sentido utilitarista de la formación profesional, situación que se torna aun peor cuando se pretende vincular la misma a las demandas del mercado.

Los concursos docentes se tornan “formalismos” para las burocracias administrativas que conducen las Casas de Altos Estudios, reemplazándolos por los mecanismos de contratación directa que precarizan la situación laboral de nuestros docentes y atentan contra los niveles de formación en la enseñanza universitaria. A su vez, se ve reflejada la ausencia de políticas claras en pos de la mejora de la docencia en los reglamentos de concursos docentes, donde se pondera la investigación otorgándoles puntos docentes y no siendo así con la formación pedagógica. Otra de las cuestiones a mejorar, en este sentido, es la participación del jurado estudiantil, ya que no posee voto y además se encuentra en inferioridad de representatividad con respecto a los jurados docentes. 

Las pasantías y prácticas laborales para estudiantes se asemejan más a la “mano de obra barata” que necesita el gran capital, que a una verdadera aplicación práctica de los contenidos técnicos disciplinares.

La extensión, entendida como la transmisión al tejido social de la producción del conocimiento, y el compromiso social, que implica el desarrollo de prácticas universitarias que contribuyan a la democratización social, han sido desplazadas por la venta de servicios a terceros que tienden a ser cada vez menos de investigación y desarrollo y más de consultoría y asistencia técnica.

Los conceptos de gratuidad y libre ingreso también han sido vapuleados en el concierto nacional de las universidades. A partir de los magros presupuestos y sus subejecutaciones, se ha abierto la puerta a los aranceles, apareciendo las cooperadoras obligatorias y los padrinazgos, como paliativos para cubrir las carencias financieras. El limitacionismo, ha regresado a través de los cupos y los exámenes de ingreso encubiertos. Es así como se va terminando de configurar una universidad reducida a la categoría de “enseñadero”, una universidad funcional, tecnocrática y políticamente al servicio de las clases dominantes.
Hoy se ha llevado a la Universidad a parámetros de rendimiento, de eficacia, meramente cuantitativo, de excelencia, pero matando su espíritu. Si se plantea financiar las casas de altos estudios y se juzga toda su producción en base a su financiamiento y a su rendimiento económico, esto no puede hacerse sino enajenando el objetivo esencial de la universidad que es su espíritu, su espíritu de controversia, su espíritu formativo y de reflexión de lo actual. En vez de formar cerebros nos hemos creído que el problema era llenar cerebros y hemos computado el relleno de los cerebros en vez de computar la actitud del cerebro como generador de ideas, de inquietudes, de objetivos.

“La tradición reformista nos ha enseñado que el objetivo de la universidad debe ser procurar una síntesis de un proceso formativo y no de una suma meramente informativa. La universidad es el laboratorio que emplea toda la experiencia de la Nación y la articula con la experiencia de la humanidad, para conformar nuevas generaciones capaces de resolver y pensar, no solo los problemas presentes, sino los problemas futuros. Su objetivo no es suministrar engranajes al modelo, sino generar una tormenta de ideas. Porque la universidad solamente puede tener un accionar constructivo en la medida en que forme ciudadanos con capacidad para estudiar la ciencia, la técnica y la producción, pero también insertarse en la sociedad, con una brújula moral y formativa que le permita transitar a su albedrío responsable, el tiempo y el espacio que le toca vivir” (Estévez Boero; 1998). 

Es por esto que vemos necesario se generen discusiones y la reflexión profunda, comprometida con la realidad regional y nacional, con una mirada hacia lo cultural, lo social y lo productivo. Viendo necesario dar un salto cualitativo en la administración de los recursos financieros públicos que no responda a los intereses mezquinos personales, ni del mercado; y que conciban a la universidad pública como una institución formadora de personas capaces de entender y transformar la realidad de la sociedad, siendo así urgente la revisión de los contenidos de las carreras, la revalorización de lo práctico y del trabajo en campo. 
Es así que entendemos como una gran deuda social, académica y moral la creación de una nueva Ley de Educación Superior.
�  Marcela, Mollis. “Un breve diagnóstico de las universidades argentinas: identidades alteradas”; en Mollis, M. (comp.), Las Universidades en América Latina: ¿reformadas o alteradas?, Buenos Aires, CLACSO, 2003.





